AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 3057/2013
AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 29/2015

Amparo directo en revisión 29/2015
quejosO Y RECURRENTE: **********
VISTO BUENO

SR. MINISTRO

PONENTE: ministro ALFREDO GUTIÉRREZ ORTIZ MENA

COTEJÓ

SECRETARIo: jorge vázquez aguilera

México, Distrito Federal. La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión correspondiente al, emite la siguiente:

S E N T E N C I A

Mediante la cual se resuelve el amparo directo en revisión 29/2015, promovido por el quejoso **********, contra el fallo de veintiocho de octubre de dos mil catorce, emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región –con residencia en Mérida, Yucatán
–, en auxilio del Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, en el amparo directo **********.
El problema jurídico a resolver por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación se centra en verificar, en un primer momento, la procedencia del referido recurso; de ser ello afirmativo, delimitar su materia y, en su caso, analizar los agravios hechos valer. 
I. ANTECEDENTES
1. Del hecho. En la resolución sujeta a revisión, el mencionado tribunal de amparo realizó el examen de la sentencia reclamada, sobre la base del siguiente segmento fáctico:
2. El quince de septiembre de dos mil diez, a las cinco horas con treinta minutos, en el puesto de control militar **********, ubicado en el camino nacional **********, a la altura del entronque con el **********, perteneciente a **********, **********, Estado de **********, el ahora peticionario de garantías fue detenido en virtud de que en su condición de pasajero de un autobús de la línea **********, proveniente de la ciudad de **********, **********, llevaba consigo una mochila en la que se hallaron dos paquetes que en total contenían un kilo seiscientos veintiocho gramos un decigramo de Cannabis Saliva L., mejor conocida como marihuana.
3. Del procedimiento penal. Con motivo de lo anterior se inició la averiguación previa correspondiente, en la que se ejerció acción penal con detenido.
4. Del caso tocó conocer a la Juez Primero de Distrito en el Estado de Campeche –causa **********–, quien el veintiuno de julio de dos mil once dictó sentencia condenatoria, en la que declaró al hoy inconforme penalmente responsable del delito contra la salud en su modalidad de transporte de marihuana, previsto y sancionado por el artículo 194, fracción I, del Código Penal Federal, imponiéndole, entre otras penas, diez años de prisión.
5. En desacuerdo con esa decisión, el aludido condenado y su defensor particular interpusieron recurso de apelación, que correspondió resolver al Tribunal Unitario del Trigésimo Primer Circuito –toca **********–.

6. Mediante determinación de veinte de septiembre de ese mismo año, se confirmó lo resuelto en primera instancia.
II. TRÁMITE DEL JUICIO CONSTITUCIONAL 
7. Primer amparo directo. En contra de la citada resolución de alzada, el hoy recurrente solicitó el amparo y protección de la Justicia Federal. 
8. La demanda de garantías se envió al Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito –D.P. **********–, el cual, en sesión de once de septiembre de dos mil trece, le concedió el amparo a fin de que la referida autoridad responsable:
a) Dejara insubsistente la sentencia reclamada; y 

b) En su lugar dictara otra, en la que prescindiendo de la declaración ministerial del inconforme –misma que se declaró inválida por haberse rendido sin asistencia de un profesional del Derecho–, con plenitud de jurisdicción determinara si con los demás medios de convicción allegados se acreditaba o no el mencionado injusto y la plena responsabilidad del quejoso en su comisión
. 
9. Cumplimiento de la sentencia protectora. En acatamiento al mencionado fallo, el tribunal de apelación dejó insubsistente la determinación combatida y el veinticinco de septiembre de dos mil trece dictó otra, en la que sin tomar en consideración el deposado aludido, volvió a confirmar la resolución de primer grado. 

10. Segundo juicio de amparo directo. Por escrito presentado el veintisiete de marzo de dos mil catorce, **********, en representación del justiciable, solicitó el amparo y protección de la Justicia de la Unión en contra de la citada decisión de alzada.
11. En su escrito inicial, la citada profesionista señaló como autoridad responsable ordenadora al Tribunal Unitario del conocimiento y como ejecutora a la juez de la causa, precisando que la determinación combatida violaba en perjuicio de su representado los derechos humanos reconocidos en los numerales 1º, 16, 17 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como 5º, 7º, 8º y 25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
.
12. La demanda se envió al Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito, cuyo Presidente la admitió a trámite, radicándola bajo el número de amparo directo **********
. 
13. Una vez integrado el expediente y turnado a la ponencia respectiva, en cumplimiento al Acuerdo 35/2013 del Consejo de la Judicatura Federal y conforme a la comunicación STCCNO/3869/2013, signada por el Secretario Técnico de la Comisión de Creación de Nuevos Órganos del referido Consejo, el caso se envió al Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Octava Región –con residencia en Mérida, Yucatán–, para que se dictara la sentencia que procediera, misma que previo dictamen para que se ratificara la demanda, se pronunció en sesión de veintiocho de octubre de dos mil catorce, negándose el amparo y protección de la Justicia de la Unión
.
14. Recurso de revisión. Inconforme con dicha negativa, mediante escrito presentado el dos de diciembre de esa anualidad, la autorizada del accionante constitucional
 interpuso recurso de revisión, que en su oportunidad fue enviado a este Máximo Tribunal.

15. Ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Por acuerdo de ocho de enero de dos mil quince, el Presidente de esta Suprema Corte de Justicia admitió dicho medio de impugnación, con reserva del estudio de importancia y trascendencia que en el momento procesal oportuno se realice –se registró con el número 29/2015–. 

16. En dicho proveído se requirió al Tribunal Colegiado de origen y a la autoridad responsable ordenadora para que remitieran el toca de apelación respectivo y se determinó que los autos fueran turnados al Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena para la formulación del proyecto de resolución correspondiente
.

17. Radicación. Mediante acuerdo de treinta de enero último, el Presidente de esta Primera Sala ordenó que ésta se avocara al conocimiento del caso, así como el envío del expediente al Ministro Ponente
.
III. COMPETENCIA

18. Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación es competente para conocer del presente recurso de revisión, en términos de los ordinales 107, fracción IX, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 81, fracción II, y 96 de la Ley de Amparo; 21, fracción III, inciso a), de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación; y puntos Primero y Tercero del Acuerdo General 5/2013 emitido por este Alto Tribunal, en virtud de que se interpuso contra una sentencia dictada por un Tribunal Colegiado en un juicio de amparo directo de su especialidad
.

19. Cabe precisar que el presente asunto se rige por lo dispuesto en la Ley de Amparo vigente a partir del tres de abril de dos mil trece, pues la demanda se presentó una vez que dicha normatividad entró en vigor
.

IV. OPORTUNIDAD

20. El recurso de revisión se interpuso dentro del plazo de diez días a que se refiere el artículo 86 de la ley de la materia.

21. Esto es así, toda vez que si la sentencia recurrida se notificó a la autorizada del inconforme el viernes catorce de noviembre de dos mil catorce
, surtiendo efectos al día hábil siguiente –martes dieciocho de ese mes–
, el citado lapso transcurrió del miércoles diecinueve de esa mensualidad al miércoles tres de la subsecuente, descontándose los días veinte, veintidós, veintitrés, veintinueve y treinta de noviembre al haber sido inhábiles, conforme al numeral 19 de esa normatividad, y como dicho medio de impugnación se presentó el dos de diciembre de ese año, es inconcuso que se hizo valer en tiempo.

V. LEGITIMACIÓN

22. La autorizada del quejoso está legitimada para interponer este medio de impugnación, pues en el juicio de amparo directo se le reconoció tal calidad.

VI. ELEMENTOS NECESARIOS PARA RESOLVER

23. A efecto de verificar la procedencia y en su caso la materia de estudio del recurso de revisión que nos ocupa, a continuación se reseñan los conceptos de violación planteados en el juicio de amparo, las consideraciones de la sentencia pronunciada en el mismo y los agravios hechos valer.

24. Conceptos de violación. La representante del demandante expuso los siguientes:
Primero

· Adujo que aun cuando en un primer juicio de amparo se le otorgó la protección constitucional –para que la responsable no tomará en cuenta la declaración “preparatoria” del quejoso al no haber sido asistido por defensor–, el Tribunal Colegiado soslayó la existencia de otras violaciones procesales, entre éstas, que no fue puesto a disposición de la autoridad ministerial de manera inmediata, amén de que fue objeto de incomunicación y tortura.
· Indicó que al dictarse la sentencia ahora reclamada, la autoridad responsable de nueva cuenta otorgó credibilidad a la versión de los hechos narrada por los militares e incorrectamente dio valor probatorio a la confesión rendida por el inconforme.
· Señaló que aquél manifestó haber sido víctima de mal trato por parte de los elementos del ejército, sin que el tribunal de apelación se pronunciara al respecto, lo que implicó un incumplimiento a su obligación de proteger los derechos fundamentales.
Segundo

· En el caso se vulneró el principio de presunción de inocencia y reiteró que el promovente no fue puesto a disposición del Ministerio Público de inmediato, transcurriendo ocho horas entre el momento de su detención a aquel en que fue presentado al representante social, dándosele durante todo ese lapso el trato de culpable.
Tercero

· Insistió en que el peticionario de garantías sufrió incomunicación, intimidación y maltrato; precisó que fue conducido ante un médico militar que no emitió de manera independiente y objetiva el certificado de estado físico del detenido.

· Lo anterior infringió tratados internacionales, entre otros, el Protocolo de Estambul y la Convención Americana sobre Derechos Humanos. 

Cuarto
· Refirió que se desatendió lo previsto en el apartado B del artículo 20 de nuestra Constitución General, toda vez que no se dejó a disposición de la juez de la causa la mochila donde supuestamente se encontró la marihuana fedatada en actuaciones.

· Además, existieron discrepancias en relación al color de aquélla y cómo eran sus compartimentos, de tal suerte que no se corroboró la versión incriminatoria narrada por los remitentes. 
Quinto

· No se suplió a favor de su representado la deficiencia de la queja, transgrediéndose también en su perjuicio el principio pro persona.
· Reiteró que aquél fue intimidado por los militares para reconocer que la mochila en la que se encontró el narcótico era suya y que en la sentencia combatida simplemente se transcribió lo determinado por la juez del proceso, sin analizar si hubo o no incorrecta valoración probatoria.

· Afirmó que no se acreditaron los elementos del delito ni la responsabilidad penal del inconforme en su comisión. 

25. Sentencia de Amparo. Para negar el amparo, el Tribunal Colegiado de Circuito consideró lo siguiente:
· Que del análisis integral de las constancias se desprendían pruebas suficientes para tener por acreditado el delito imputado, así como la plena responsabilidad penal del quejoso en su comisión. 

· Lo anterior, al haberse demostrado que el peticionario de garantías transportó en el referido autobús de pasajeros dos paquetes que contenían marihuana, los que le fueron asegurados por los militares al momento de revisar dicha unidad vehicular.
· Precisó que la citada conducta fue dolosa, sin advertir que operara a favor del inconforme alguna eximente de responsabilidad.
· Que no era óbice que el justiciable sostuviera la existencia de discrepancias en torno a la descripción de la indicada mochila, pues las mismas no eran sustanciales, amén de que aquél la reconoció como suya. 
· En forma adversa a lo sostenido en la demanda, concluyó que en el caso sí se respetaron las garantías de legalidad y seguridad jurídica, amén de que se cumplieron las formalidades esenciales del procedimiento.

· De igual modo, determinó que en la especie sí se atendieron los principios reguladores de la valoración de las pruebas.
· Calificó de infundado el motivo de disenso en el que se hizo valer violación al derecho fundamental de ser puesto de inmediato a disposición del Ministerio Público.

· Al respecto señaló que esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 517/2011, determinó que el agente que detenga a una persona en flagrancia, tiene obligación de ponerlo “sin demora” ante el Ministerio Público y que la consecuencia de la violación a ese derecho fundamental era declarar ilícitas las pruebas obtenidas a raíz de dicha infracción. 
· Precisado ello, sostuvo que en la especie no hubo una retención ilegal, pues del parte informativo rendido y ratificado por los elementos captores se colegía que al solicitante de la protección constitucional se le detuvo a las cinco horas con treinta minutos del quince de septiembre de dos mil diez, fue traslado al Campo Militar número **********, ubicado en **********, **********, donde fue conducido ante la Mayor Médico Cirujano ********** –lo que sucedió a las nueve horas de ese mismo día– y posteriormente fue trasladado del citado Campo Militar a la localidad de **********, **********, a fin de ser presentado ante el Ministerio Público, lo que aconteció a las catorce horas con treinta minutos del aludido día. 
· Con base en lo expuesto, atendiendo a la distancia que los militares tuvieron que recorrer desde el lugar de la detención al citado Campo Militar y de este último a la ciudad de **********, estimó que la tardanza era justificada y aseveró que no existía prueba alguna que “deba ser declarada viciada de ilegalidad con motivo de una supuesta detención ilegal del activo”. 

· Para apoyar su determinación citó las tesis 1ª CLXXV/2013, 1ª. CCII/2014 y 1ª. LII/2014 de esta Primera Sala, de rubros: “DERECHO FUNDAMENTAL DEL DETENIDO A SER PUESTO A DISPOSICIÓN INMEDIATA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. ELEMENTOS QUE DEBEN SER TOMADOS EN CUENTA POR EL JUZGADOR A FIN DE DETERMINAR UNA DILACIÓN INDEBIDA EN LA PUESTA A DISPOSICIÓN” y “DERECHO DE LA PERSONA DETENIDA A SER PUESTA A DISPOSICIÓN INMEDIATA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. LA RETENCIÓN INDEBIDA GENERA COMO CONSECUENCIAS Y EFECTOS LA INVALIDEZ DE LOS DATOS DE PRUEBA OBTENIDOS DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN AQUÉLLA, AL SER CONSIDERADOS ILÍCITOS” y “DERECHO FUNDAMENTAL DEL DETENIDO A SER PUESTO SIN DEMORA A DISPOSICIÓN DEL MINISTERIO PÚBLICO. ALCANCES Y CONSECUENCIAS JURÍDICAS GENERADAS POR LA VULNERACIÓN A TAL DERECHO.”
· También declaró infundado el concepto de violación en el que se alegó infracción al principio de presunción de inocencia, pues del cúmulo probatorio aportado por el representante social aquélla se desvirtuó. 
· Al tema citó la jurisprudencia 1ª./J. 26/2014, de esta Primera Sala, intitulada: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA.”
· Finalmente, consideró que las consecuencias jurídicas impuestas por la comisión del injusto fueron legales, y en relación a la alegada tortura, ordenó al tribunal responsable diera vista al Ministerio Público a fin de que se determinara lo conducente, invocándose para ello la tesis 1ª. CCVII/2014, de esta Primera Sala, de epígrafe: “TORTURA. OBLIGACIONES DE LA AUTORIDAD CUANDO UNA PERSONA MANIFIESTA HABERLA SUFRIDO O SE TENGAN DATOS DE LA MISMA.”

26. Agravios. A fin de combatir la resolución impugnada, la autorizada del recurrente expresó los siguientes puntos de disenso:

· El Tribunal Colegiado realizó una indebida interpretación de los derechos humanos del peticionario de garantías, puesto que al momento en que aquél confesó, no se encontraba asistido por abogado alguno, razón por la cual en su momento le concedió el amparo, pero dejó de analizar lo relativo a que no fue puesto a disposición inmediata del Ministerio Público –indicó que fue trasladado previamente a un cuartel militar–.
· Por otro lado, adujo que los militares separaron al justiciable de los demás pasajeros y que en la parte trasera del autobús lo intimidaron y golpearon, además de que recibió malos tratos, mismos que se prolongaron durante su ilegal retención.

· Afirmó que el promovente de la acción constitucional fue torturado para que confesara el delito.
· Consecuentemente, los derechos fundamentales del inconforme carecieron de eficacia, pues en realidad no se le garantizó un debido proceso, ni se apreciaron en su totalidad las violaciones procesales que sufrió.

· Aunado a ello, al no respetarse la cadena de custodia, se impidió a su representado probar que su maleta tenía características y forma diferentes a la que se le puso a la vista al rendir su primigenia declaración, lo que dice es contrario a los principios constitucionales y convencionales de debido proceso y presunción de inocencia.

· Asevera que las citadas violaciones a las leyes del procedimiento las hizo valer desde la primera demanda de amparo y no fueron atendidas, puesto que sólo se le concedió la protección constitucional para que se dejara de ponderar la confesión del inconforme.
· Dice que no sólo se debió anular tal confesión, pues hay evidencias que permiten colegir que la droga le fue “sembrada”, hipótesis que desde un inicio y sin mayor investigación se descartó.

VII. PROCEDENCIA

27. Tras examinar los antecedentes del caso y el contenido de la sentencia recurrida, esta Primera Sala concluye que el medio de impugnación que nos ocupa es procedente.
28. En efecto, aunque prima facie se pudiera considerar que el derecho del justiciable para plantear la revisión de algún tema de índole constitucional precluyó al tratarse de un segundo amparo directo promovido en la misma secuela procesal, en el caso el Tribunal Colegiado del conocimiento introdujo motu proprio un aspecto relacionado con los alcances de un derecho humano que, bajo esas condiciones, amerita la intervención de este Máximo Tribunal, siendo aplicable en lo conducente, la jurisprudencia 1a./J. 63/2014 (10a.), de esta Sala, que establece:

REVISIÓN EN AMPARO DIRECTO. PROCEDE ESTE RECURSO CONTRA LA SENTENCIA DEL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN LA QUE, MOTU PROPRIO, REALIZA UNA INTERPRETACIÓN CONSTITUCIONAL, NO OBSTANTE QUE NO SE HUBIERE PLANTEADO EN UN JUICIO DE AMPARO PREVIO UN TEMA DE CONSTITUCIONALIDAD.- Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el recurso de revisión es improcedente contra la sentencia que resuelve el amparo directo cuando en la demanda se hace valer un tema de constitucionalidad -interpretación de una norma constitucional o la inconstitucionalidad de una ley, un tratado internacional o un reglamento- no solicitado en un amparo previo. Sin embargo, esta hipótesis no se actualiza respecto de la interpretación constitucional realizada motu proprio por un tribunal colegiado de circuito, al analizar la legalidad del acto reclamado en un juicio ulterior de amparo, pues la causal de improcedencia del recurso de revisión por consentimiento, cuando no se plantea desde la primera demanda de amparo la interpretación de un precepto constitucional ni se promueve, de ser aplicable, el recurso de revisión respectivo, queda excluida cuando el órgano de amparo realiza oficiosamente la interpretación de la norma constitucional, originando la posibilidad de inconformarse contra dicho pronunciamiento a través del recurso de revisión, con el fin de dotar de seguridad jurídica a los gobernados
.
29. La interpretación oficiosa de referencia guarda relación con el derecho fundamental de cualquier detenido a ser puesto de inmediato a disposición del Ministerio Público, reconocido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
, así como en los diversos 7º de la Convención Americana sobre Derechos Humanos
 y 9º del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos
.
30. Bajo ese contexto, la litis se ceñirá única y exclusivamente al referido tópico, resultando por ende inoperantes los agravios tendentes a combatir cualquier otro punto.
VIII. ESTUDIO
31. Lo alegado por la autorizada del inconforme es en esencia fundado y suficiente para revocar la sentencia sujeta a revisión.
32. Previo a exponer la razón de ello, cabe precisar que como la aludida profesionista reconoce, las violaciones al debido proceso se plantearon desde la primera demanda de amparo directo hecha valer, en la que entre otras cosas se adujo la ilegal retención del peticionario de garantías y que este último había sido víctima de incomunicación, maltrato y tortura para que confesara el delito.
33. Al respecto, en aquella ocasión se concedió la protección constitucional al inconforme, declarándose la invalidez de su declaración ministerial –en la que confesó los hechos– por haberse rendido con la asistencia de una persona de confianza y no con la de un licenciado en Derecho.
34. Ahora, en la revisión que nos ocupa se aduce como agravio que al resolverse el primer amparo directo las violaciones procesales alegadas no fueron atendidas en su integridad, sin embargo, de ser ello cierto, dicha omisión se debió impugnar en aquel entonces y no en el segundo amparo directo, por lo que procedía calificar de inoperantes los conceptos de violación que nuevamente se referían a aquéllas, debiéndose aplicar para ello, por el sentido que la rige, la jurisprudencia P./J. 2/2013 (10a.), del Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de rubro y texto:
AMPARO DIRECTO. SON INOPERANTES LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN QUE PLANTEAN LA INCONSTITUCIONALIDAD DE UNA LEY QUE PUDO IMPUGNARSE EN UN JUICIO DE AMPARO ANTERIOR PROMOVIDO POR EL MISMO QUEJOSO, Y QUE DERIVAN DE LA MISMA SECUELA PROCESAL.- La circunstancia de que la causa de improcedencia prevista en el artículo 73, fracción XII, de la Ley de Amparo, se edifique en aspectos que rigen sólo para el juicio de amparo indirecto y que son incompatibles con el directo -por lo que cuando en esta vía se controvierta la regularidad constitucional de una disposición legal, al no reclamarse como acto destacado, no puede determinarse que debe constreñirse al primer acto de aplicación en perjuicio del gobernado, sino que puede tratarse de ulteriores actos de aplicación-, no implica que los quejosos no deban atender a las reglas de la litis y a los principios procesales que rigen en el juicio de amparo directo, como es la institución jurídica de la preclusión, que implica la pérdida de un derecho procesal por no haberse ejercitado oportunamente. Por consiguiente, cuando la norma que se pretende impugnar en una demanda de amparo directo se aplicó en diversos actos que tienen una misma secuela procesal, es decir, que derivan de un procedimiento común, y el quejoso promovió con anterioridad un juicio de amparo sin cuestionar la regularidad constitucional de la norma aplicada desde el primer acto reclamado, es evidente que ya no está facultado para hacer valer dicha cuestión en el juicio de amparo que promueva con posterioridad, y no porque haya consentido la disposición legal relativa, al no tener aplicación ese criterio en el amparo uniinstancial, sino porque en virtud de la figura jurídica de la preclusión perdió el derecho de impugnar la constitucionalidad de la norma al no haberlo deducido en el momento procesal oportuno, habida cuenta que la cuestión de constitucionalidad no formó parte de la litis del amparo anterior, por lo que no puede examinarse por el tribunal de amparo, toda vez que precluyó su derecho para introducir argumentos novedosos por más que versen sobre cuestiones de constitucionalidad”
.

35. No obstante, como se adelantó en el apartado anterior, el Tribunal Colegiado de origen soslayó dicha situación y examinó uno de los motivos de reclamo encaminado a insistir en que en la especie se incurrió en una violación al debido proceso, vinculada con la supuesta retención ilegal del quejoso.
36. Sobre el particular, el a quo sostuvo que no se incurrió en la alegada violación, debido a que atendiendo a la distancia recorrida, la dilación en la puesta a disposición era justificada.

37. Para ello consideró que al solicitante de la protección constitucional se le detuvo a las cinco horas con treinta minutos del quince de septiembre de dos mil diez, luego se le trasladó al Campo Militar número ********** –ubicado en **********, Estado de **********, donde fue conducido ante la Mayor Médico Cirujano **********– y, posteriormente, a la localidad de **********, en esa misma entidad, donde a las catorce horas con treinta minutos de ese mismo día, fue presentado ante el Ministerio Público. 

38. En apoyo, invocó lo resuelto por esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en el amparo directo en revisión 517/2011
.

39. Sin embargo, en la sentencia sujeta a revisión se hizo una incorrecta interpretación del referido derecho humano, toda vez que no se consideró en su plenitud la interpretación constitucional contenida en la mencionada ejecutoria y se soslayó la doctrina jurisprudencial sustentada por este Alto Tribunal al fallar los amparos directos en revisión 2470/2011, 997/2012 y 517/2011
, donde claramente se determinó, en lo que aquí concierne, que si bien no era factible fijar una temporalidad única para estimar la inmediatez o no de la indicada puesta a disposición, sí era necesario efectuar un escrutinio estricto conforme a un estándar que excluyera como justificación de la aludida tardanza motivos que no tuvieran como origen “impedimentos fácticos reales, comprobables y lícitos”.
40. En ese contexto, no cabe duda que la distancia, por sí misma, representa un factor real que pudiera explicar la citada dilación, pero si los remitentes deciden trasladar al detenido a cualquier otro lugar que no sea la agencia del Ministerio Público, es evidente que habrá una afectación a la inmediatez que pudiera no ser justificada
.
41. En la especie, los militares que detuvieron al inconforme lo condujeron primero a un cuartel militar, lo que constituyó una actuación indebida que representa una escala intermedia no autorizada, misma que torna ilegal su proceder, pues aun y cuando pudiera creerse que ello obedeció a la necesidad de que un médico certificara su estado físico, lo cierto es que esto último se debía hacer en la propia agencia del Ministerio Público y por mandato directo del representante social como único órgano constitucional encargado de la investigación y persecución de los delitos. 
42. Al respecto, al resolver el amparo en revisión 703/2012
, esta Primera Sala indicó que “la intervención de militares en la persecución de delitos debe ser en coordinación con el Ministerio Público, respetándose las formalidades esenciales del procedimiento penal” y que “no es admisible la actuación militar más allá de las atribuciones que le corresponden al único órgano encargado de la investigación y acusación correspondiente en términos del artículo 21 de la Carta Magna”, de tal suerte que “su actuación bajo una aducida colaboración en la procuración de justicia a cargo del Ministerio Público no puede superar las funciones delegadas constitucionalmente sólo a dicho órgano de investigación y acusación”.
43. Consecuentemente, no es viable pretender justificar una demora aduciendo la distancia recorrida, cuando entre el sitio de la detención y el lugar de la presentación ante el Ministerio Público, los militares remitentes hicieron una parada intermedia en un cuartel militar para que se certificara el estado físico del justiciable, pues no existe precepto normativo alguno que así lo autorice.
44. Finalmente, cabe precisar que una retención indebida no sólo debe desencadenar el reproche y la exigencia de responsabilidad a los agentes captores, sino también conlleva la invalidez de los medios de convicción de que manera directa e inmediata deriven de esa violación, así como la de las diligencias que se hubieren realizado en condiciones que no permitieron al detenido ejercer el derecho de defensa adecuada, de conformidad con los principios de debido proceso y obtención de prueba lícita.
45. Al tema se cita la tesis 1a. CCII/2014 (10a.), de esta Primera Sala, que establece:
DERECHO DE LA PERSONA DETENIDA A SER PUESTA A DISPOSICIÓN INMEDIATA ANTE EL MINISTERIO PÚBLICO. LA RETENCIÓN INDEBIDA GENERA COMO CONSECUENCIAS Y EFECTOS LA INVALIDEZ DE LOS DATOS DE PRUEBA OBTENIDOS DIRECTA E INMEDIATAMENTE EN AQUÉLLA, AL SER CONSIDERADOS ILÍCITOS.- De conformidad con el artículo 16, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como con los artículos 9 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y 7 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, la limitación a la libertad personal con motivo de la detención por flagrancia, implica que toda persona detenida bajo esa hipótesis sea puesta sin demora a disposición de la autoridad ministerial. El reconocimiento y protección de este derecho fundamental conlleva una trascendencia especial, pues el escrutinio estricto posterior a la detención se dirige precisamente a verificar que no hubo una privación ilegal de la libertad que, de actualizarse, provocaría invalidar la detención, así como datos de prueba obtenidos con motivo de la misma, además que ello deberá desencadenar el reproche y la exigencia de responsabilidad a los agentes captores. Así, en términos estrictamente constitucionales, el agente que detenga al imputado por la comisión de un delito en flagrancia, tiene obligación de ponerlo sin demora ante el ministerio público, esto es, sin retraso injustificado o irracional. Ahora bien, las consecuencias y efectos de la vulneración al derecho humano de libertad personal, con motivo de la retención indebida, deben vincularse estrictamente con su origen y causa; lo que implica que si la prolongación injustificada de la detención generó la producción e introducción de datos de prueba, éstos deben declararse ilícitos, lo mismo que las diligencias pertinentes se hayan realizado en condiciones que no permitieron al inculpado ejercer el derecho de defensa adecuada, de conformidad con los principios de debido proceso y obtención de prueba lícita
.
46. Por tanto, es claro que la interpretación del referido derecho humano realizada por el Tribunal Colegiado de Circuito no se ajustó a los lineamientos fundamentales establecidos por este Máximo Tribunal.
IX. DECISIÓN

47. En conclusión, lo procedente es, en la materia de la revisión competencia de esta Primera Sala, revocar la sentencia recurrida y devolver los autos para que el Tribunal Colegiado de origen se ajuste a los lineamientos constitucionales vertidos en esta ejecutoria.
48. Sin que se soslaye que derivado de un amparo directo anterior la declaración ministerial del recurrente se declaró inválida, pues esto último de ningún modo significa que la interpretación del derecho humano de las personas detenidas a ser puestas a disposición inmediata ante el Ministerio Público haya sido correcta, máxime que dicha consecuencia resultó del análisis de una diversa infracción constitucional.
Por todo lo expuesto y fundado, se resuelve:

PRIMERO. En la materia de la revisión competencia de esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, se revoca la sentencia recurrida.
SEGUNDO. Devuélvanse los autos al Tribunal Colegiado del Trigésimo Primer Circuito para que se avoque al estudio indicado, conforme a los lineamientos constitucionales que se han fijado en esta ejecutoria.

Notifíquese; con testimonio de esta determinación, devuélvanse los autos relativos al lugar de su origen y, en su oportunidad, archívese el toca como asunto concluido.
En términos de lo previsto en los artículos 3º, fracción II, 13, 14 y 18, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Información Pública Gubernamental, en esta versión pública se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos.
� Cuaderno auxiliar **********.


� Datos obtenidos del toca de apelación **********. Folios 224 a 265.


� Amparo directo **********. Folios 2 a 27.


� Ibídem. Folios 35 a 37. En dicho proveído le reconoció a la citada profesionista el carácter que ostentó.


� Ibídem. Folios 157 a 180.


� Amparo directo en revisión 29/2015. Folios 3 a 13.


� Ibídem. Folios 16 a 19.


� Ibídem. Folio 40.


� Como la resolución del mismo no implica la fijación de un criterio de importancia o trascendencia para el orden jurídico nacional, no se estima necesaria la intervención del Pleno.


� Por lo tanto, las subsecuentes alusiones que se hagan se deben entender referidas a esa legislación y no a la abrogada.


� Cuaderno de amparo directo **********. Folio 284.


� En términos del Acuerdo General 18/2013 del Consejo de la Judicatura Federal, el 17 de noviembre se declaró inhábil.


� Identificado como “Sexto”.


� Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 11, octubre de 2014, tomo I, página 480.


� Que en lo conducente, establece: “Cualquier persona puede detener al indiciado en el momento en que esté cometiendo un delito o inmediatamente después de haberlo cometido, poniéndolo sin demora a disposición de la autoridad más cercana y ésta con la misma prontitud, a la del Ministerio Público. Existirá un registro inmediato de la detención”.


� “Artículo 7. Derecho a la Libertad Personal


1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales.


2. Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes dictadas conforme a ellas.


3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.


4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.


5. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio.


6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente, a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detención y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados Partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona.


7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes alimentarios”.


� “Artículo 9


1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta.


2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella.


3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo.


4. Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal.


5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación”.


� Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, libro XVII, febrero de 2013, tomo 1, página 6.


� Fallado en sesión de 23 de enero de 2013, por mayoría de tres votos, siendo disidentes los Ministros José Ramón Cossío Díaz y Jorge Mario Pardo Rebolledo.


� Los primeros resueltos en sesiones de 18 de enero y 6 de junio de 2011, respectivamente, bajo la ponencia del Ministro José Ramón Cossío Díaz, y el último fallado en sesión de 23 de enero de 2013, siendo ponente la Ministra Olga María del Carmen Cordero de García Villegas.


� En sentido similar se resolvió el amparo directo en revisión 3455. Sesión de 11 de marzo de 2015. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alfonso Francisco Trenados Ríos.


� Sesión de 6 de noviembre de 2013. Ponente: Ministro Jorge Mario Pardo Rebolledo. Encargado del engrose: Ministro Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: José Alberto Mosqueda Velázquez.


� Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, libro 6, mayo de 2014, tomo I, página 540.
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